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Por Alejandro F Loarte
Del viaje que el Ministro de Justicia Aurelio Pastor, y la comitiva oficial integrada por el Ministro del Interior Octavio Salazar Miranda, dos magistrados del Tribunal Constitucional, Gerardo Eto Cruz y Ernesto Álvarez, dos congresistas, José Vargas y Raúl Castro , y el presidente de la Comisión de Justicia del Congreso Sousa, realizó a Colombia entre el pasado 26 y 29 de Setiembre, se ha difundido ampliamente el posible uso de grilletes electrónicos en el sistema carcelario peruano. Se dijo que éste fué un logro valioso 
Bien, pero para conocer los grilletes electrónicos y su potencial uso en el control del movimiento de personas (sujetas al sistema penitenciario) se requiere simplemente de una rápida visita a wikipedia y otros sitios apropiados de marketing en el internet. Una visita oficial para este fin parece del todo injustificada.
Por otro lado, para conocer políticas de seguridad pública y combate al negocio ilícito de las drogas –como también se aludió, considerar Colombia como ejemplo de donde aprender parece una elección irracional. Pues, según el propio Instituto Nacional Penitenciario Carcelario de Colombia (INPC), su población penal creció de 32,387 en 1990 a 74,718 en Julio del 2009 (131%), mientras su capacidad de albergue creció menos, de 28, 380 en 1990 a 55,027 en Julio del 2009 (94%). Su tasa de hacinamiento creció del 14% en 1990 al 36% en Julio del 2009. En cuanto al narcotráfico, según la Oficina de la Naciones Unidas Contra las Drogas y el Crimen (UNODC), el área del cultivo de coca en Colombia aumentó de 78,000 hectáreas el 2006 a  99,000 hectáreas el 2007 (27%); mientras que la producción de cocaína se mantuvo alrededor de 600 toneladas métricas anuales. 
Junto a la aparente falta de justificación y razón de la visita de Pastor destaca también la extraña coincidencia de la visita a Colombia del ‘Zar de las Drogas’ de los Estados Unidos (EEUU), Gil Kerlikowske. Mientras Pastor y su comitiva arribaron a Bogotá el 26 de Setiembre, el Zar lo hizo al día siguiente.  Mientras Pastor se reunió con el Ministro de Justicia Colombiano Fabio Valencia  y el Presidente de la Corte Constitucional, Nicolás Pinilla, en la mañana del 28, el Zar lo hizo ese mismo día por la tarde. 
En las horas que le restaron, Pastor tuvo tiempo para reunirse con el Ministro de Defensa Colombiano, Gabriel Silva, y el Canciller Jaime Bermúdez, para discutir una agenda que muy probablemente fue menos judicial que política. 
Aunque no se hicieron públicos los verdaderos propósitos y logros de su reciente visita a Colombia parece que otra fue la agenda de Pastor. El mismo dejó entrever en conferencia no hecha pública por periódico colombiano alguno que “Nuestro país democrático [que] respeta la democracia y la soberanía tiene que estar de acuerdo con la lucha contra el narcotráfico y el terrorismo. De manera que allí donde tengamos que comunicarnos, compartir información, y apoyarnos mutuamente, lo haremos sin ningún problema como países hermanos que tenemos el mismo objetivo”, dijo.
La lucha contra el narcotráfico y el terrorismo -es decir narcoterrorismo,  parece haber sido el interés clave de la visita. En efecto, esa es, por un lado, una lucha que desangra al hermano país desde 1960 con el inicio de la actividad guerrillera y la aparición de los traficantes de drogas ilícitas y el paramilitarismo en los 70’s. A esa lucha se sumó los Estados Unidos de Norteamérica en 1999 con el llamado Plan Colombia. Sin embargo, pese a la inversión combinada de 2.6 billones de dólares anuales (1.5% del PBI) desde entonces, el gobierno colombiano ha fracasado tanto en disminuir la producción de cocaína (que se mantiene en 600 mil kilos anuales, gracias al desarrollo de la productividad en esta industria) como en establecer la paz [Mejía & Restrepo: “La Guerra contra la Producción y el Trafico de Drogas Ilícitas: una evaluación económica del Plan Colombia”. http://www.comunidadesegura.org.br].
Pero por otro lado, la lucha contra el narcoterrorismo en Colombia se reproduce porque aparenta ser un buen negocio tanto para ciertos intereses penetrados dentro del propio estado, como para el socio norteamericano. 
La presencia del narcotráfico y el paramilitarismo en el aparato de estado ha comprometido ya varios mandatarios incluyendo al actual presidente Álvaro Uribe, ministros, congresistas, y magistrados, dando lugar a lo que se conoce como parapolítica [Hernández-Mora, Salud: “Claves para entender la parapolítica: vínculos entre paramilitares y el gobierno de Colombia” - http://www.elmundo.es/elmundo/2008/04/22/internacional/1208898317.html]. ¿Cómo se articulan esos intereses sucios dentro del aparato estatal; cómo el estado protege esa industria perniciosa; cómo el paramilitarismo y el narcotráfico se perpetúan dentro de él; y, sobre todo, cómo busca su legalidad en el sistema y su ‘legitimidad’ en la opinión pública? Sin duda, la respuesta a estas preguntas quizá nos la pueda proporcionar Colombia.
La presencia norteamericana en Colombia se ha justificado en el doble objetivo de luchar contra el narcotráfico y las guerrillas. Sin embargo y pese a la desproporcionada ayuda proveída en el Plan Colombia estos dos fenómenos han sobrevivido. Según los acuerdos iniciales del Plan, el 80% de los 1.3 billones de dólares asignados por EEUU ha sido en “ayuda militar y policial”, es decir, fue un dinero que retuvieron para sí las compañías norteamericanas de la industria militar como la Bell-Textro y la United Technologies Sikorsly Aircraft, y las que proveen seguridad como la Military Personnel Resources Inc.[Sarmiento-Anzola, Libardo: “El Plan Colombia y la Economía Política de la Guerra Civil”- http://www.derechos.org/nizkor/colombia/doc/plan/sarmiento.html]  Este patrón de militarización inefectiva y parasitaria se mantiene hasta el presente ¿Cómo comprometer a la gran potencia en este tipo de lucha? ¿Qué condiciones aseguran su continuidad y, sobre todo, cómo adecuar el sistema legal para garantizar esa ‘ayuda’? Por supuesto, en responder estas preguntas la experiencia colombiana es también singularmente útil.
De esa experiencia se puede concluir  que la presencia de las guerrillas (FARC) y su asociación con el narcotráfico se han convertido en una necesidad para los parapolíticos enquistados en el aparato del estado colombiano así como para sus socios norteamericanos. Y de la continuidad de aquellos depende la continuidad de éstos últimos. Por eso el gobierno colombiano aparece decididamente comprometido en la reproducción de un estado permanente de guerra. Prueba de ello es su permanente afán de impedir que las FARC liberen incondicionalmente a los secuestrados, y se reintegren a la vida política democrática. Es en éste práctica estatal de reproducción intencional del narco-terrorismo que el gobierno colombiano, con ayuda de su socio norteamericano, tiene autoridad para enseñar a quienes manifiestan interés en aprender como es el caso del gobierno peruano de García.
Dentro de esta constelación de hechos, coincidencias y experiencias, visitar Colombia para aprender del uso exitoso de grilletes electrónicos en su sistema penitenciario parece un cuento difícil de digerir. Más pareciera que se trata de una cortina de tras de la cual se oculta el real motivo del viaje de Pastor a Colombia. 

Es conocido que el gobierno del Apra de García tiene una agenda estratégica coincidente con los intereses del imperio norteamericano. Está empeñado en perpetuar el sistema neoliberal y en este propósito encuentra que su escollo más grande es un pueblo organizado, independiente, y soberano que busca un cambio inclusivo, participativo, honesto, y justo, como ha demostrado serlo recientemente el pueblo peruano. En vista que la preservación del neoliberalismo carece de argumento válido y convincente, el gobierno sabe que solo le queda reprimir a ese pueblo. Pero aún para reprimirlo el gobierno carece de argumento pues el pueblo peruano aspira a un cambio democrático sin violencia. García olvida que la situación de Colombia no es la del Perú. La FARC en Colombia es un ejército armado de más 8,900 combatientes y 20 frentes [Soto, Angel: “Las FARC: historia de una guerrilla”. 04.03.2008. http://resonoco.nireblog.com/post/2008/04/03/las-farc-historia-de-una-guerrilla], y la producción de la cocaína se mantiene constante; aquí el gobierno colombiano encuentra amplia excusa para reprimir salvaje y extrajudicialmente a su pueblo. En el Perú la situación es diferente. 
Al gobierno peruano le queda ‘fabricar’ su propio blanco narcoterrorista, crear excusas para reprimir a su pueblo. En este propósito busca resucitar al senderismo mediante la táctica de ‘dejar hacer, dejar pasar’ en el VRAE (Valles de los Rios Apurímac y Ene) y con su reciente propaganda en ocasión de la publicación de “Del Puno y Letra” el último panfleto del líder senderista Abimael Guzmán. Por otro lado, el gobierno ha comenzado a adecuar el sistema legal para evitar y evadir la justicia, es decir para otorgar inmunidad a los represores. Su reciente proyecto aprobado por el congreso el 30 de Setiembre permite que militares recojan cadáveres caídos dentro de la zona del VRAE sin presencia de la fiscalía; su proyecto de Ley No. 3552/2009-PE, todavía pendiente, impone a los fiscales como requisito indispensable para iniciar cualquier investigación sobre civiles asesinados por militares y policías durante acciones represivas el reporte de un equipo técnico formado por militares y policías que el gobierno designe. 
Sin duda que de Colombia hay mucho que aprender, sobre todo si, como dice el ministro de justicia Aurelio Pastor, se trata de un “país hermano” con quien tenemos “el mismo objetivo” como por ejemplo luchar contra el negocio ilícito de las drogas. Pero más importante aún es lo que NO debemos aprender de Colombia: 1.- la filtración de los intereses del narcotráfico dentro del estado al que lo ha convertido en un instrumento parapolítico en sus sectores judiciales y de defensa especialmente, 2.- la pérfida intención de preservar un enemigo –el ‘narcoterrorismo’, obstaculizando por medios violentos y mediáticos el arribo de la verdadera paz, y 3.- la colusión con los intereses del imperialismo norteamericano que busca desestabilizar la región instalando 7 bases militares en territorio colombiano, y la exportación del paramilitarismo a sus países vecinos. 
Visto desde una perspectiva de escuela, hacer una visita oficial a Colombia para aprender el uso ‘exitoso’de los grilletes electrónicos es una manera poco creativa de ‘hacerse la vaca’. Y si el congreso peruano con mayoría aprista ha renunciado a su soberanía, como parece ser ya su costumbre, y no pide al ministro Pastor que rinda cuentas de su periplo en Bogotá, el tiempo revelará cual es la verdadera fraternidad que une a los gobiernos de Garcia y de Uribe.
